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N° 3138 

Fuente: Gaceta Digital de la Imprenta Nacional 

Gaceta N° 63 Viernes 29-03-19 

CLIC EN LETRAS O NÚMEROS EN CELESTE PARA ABRIR 

ALCANCE DIGITAL N° 73 29-03-2019  

Alcance con firma digital (ctrl+clic) 

PODER EJECUTIVO  

RESOLUCIONES  

 MINISTERIO DE OBRAS PÚBLICAS Y TRANSPORTES 

ALCANCE DIGITAL N° 72 29-03-2019  

Alcance con firma digital (ctrl+clic) 

REGLAMENTOS  

AUTORIDAD REGULADORA DE LOS SERVICIOS PÚBLICOS 

REGLAMENTO PARA EL PAGO DE GASTOS DE VIAJE Y DE TRANSPORTE PARA FUNCIONARIOS 
DE LA AUTORIDAD REGULADORA DE LOS SERVICIOS PÚBLICOS Y SU ÓRGANO 
DESCONCENTRADO 

INSTITUCIONES DESCENTRALIZADAS 

INTENDENCIA DE ENERGÍA  

RE-0023-IE-2019 DEL 22 DE MARZO DE 2019  

https://www.imprentanacional.go.cr/pub/2019/03/29/ALCA73_29_03_2019.pdf
https://www.imprentanacional.go.cr/pub/2019/03/29/ALCA73_29_03_2019.pdf
https://www.imprentanacional.go.cr/pub/2019/03/29/ALCA72_29_03_2019.pdf
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SOLICITUD PRESENTADA POR LA REFINADORA COSTARRICENSE DE PETRÓLEO S.A. (RECOPE) 
PARA LA FIJACIÓN EXTRAORDINARIA DE PRECIOS DE LOS COMBUSTIBLES DERIVADOS DE LOS 
HIDROCARBUROS CORRESPONDIENTE A MARZO DE 2019 

POR TANTO EL INTENDENTE DE ENERGÍA RESUELVE: I. Fijar los precios de los combustibles 
derivados de los hidrocarburos, según el siguiente detalle: 

 
 

LA GACETA  

Gaceta con Firma digital (ctrl+clic)  

PODER LEGISLATIVO 

NO SE PUBLICAN LEYES 

PODER EJECUTIVO 

ACUERDOS  

 PRESIDENCIA DE LA REPÚBLICA 

 

MINISTERIO DE ECONOMÍA, INDUSTRIA Y COMERCIO 
 

ACUERDO Nº 013-MEIC-2019 

https://www.imprentanacional.go.cr/pub/2019/03/29/COMP_29_03_2019.pdf
https://www.imprentanacional.go.cr/gaceta/?date=29/03/2019#presidenciade-la-repblica
https://www.imprentanacional.go.cr/gaceta/?date=29/03/2019#ministeriode-economa
https://www.imprentanacional.go.cr/gaceta/?date=29/03/2019#-industria-y-comercio
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DECLARAR DE INTERÉS PÚBLICO EL EVENTO DENOMINADO “8ª EXPO PYME 2019”, QUE SE 
REALIZARÁ LOS DÍAS 28, 29 Y 30 DE JUNIO DEL 2019, CON EL FIN DE PROMOVER Y FOMENTAR 
LA INCLUSIÓN DE LAS PYME EN EL MERCADO NACIONAL. 

 

DOCUMENTOS VARIOS 
 

 MINISTERIO DE LA PRESIDENCIA 

 AGRICULTURA Y GANADERÍA 

 EDUCACIÓN PÚBLICA 

 SALUD 

 JUSTICIA Y PAZ 

 AMBIENTE Y ENERGÍA 

 

TRIBUNAL SUPREMO DE ELECCIONES 
 

DECRETOS 

 

DECRETO N° 7-2019 

EN LAS ELECCIONES DEL DOS DE FEBRERO DE DOS MIL VEINTE SE PROCEDERÁ A ELEGIR EL 
NÚMERO DE REGIDORES PROPIETARIOS POR CANTÓN INDICADOS EN LA COLUMNA 
RESPECTIVA EN EL CUADRO: COSTA RICA: POBLACION TOTAL PROYECTADA AL 30 DE JUNIO 
DE 2019 PORCENTAJE DE LA POBLACION TOTAL Y CANTIDAD DE REGIDURIAS A ELEGIR PARA 
LAS ELECCIONES MUNICIPALES 2020, SEGÚN CANTON. PARA CADA UNO DE ELLOS DEBERÁ 
ELEGIRSE AL RESPECTIVO SUPLENTE. 

 EDICTOS 

 AVISOS 
 

CONTRATACION ADMINISTRATIVA 
 

 MODIFICACIONES A LOS PROGRAMAS 

 LICITACIONES 

 ADJUDICACIONES 

 FE DE ERRATAS 
 

REGLAMENTOS 

UNIVERSIDAD TECNICA NACIONAL  

 REGLAMENTO DEL PROGRAMA DE PROFESIONALIZACIÓN ACADÉMICA DE LA UNIVERSIDAD 
TÉCNICA NACIONAL, SEGÚN ACUERDO N° 7-3-2019, DE LA SESIÓN ORDINARIA 3-2019, ACTO 
3-2019, ARTÍCULO 7, DEL 07 DE FEBRERO DE 2019. 

https://www.imprentanacional.go.cr/gaceta/?date=29/03/2019#ministeriode-la-presidencia
https://www.imprentanacional.go.cr/gaceta/?date=29/03/2019#agriculturay-ganadera
https://www.imprentanacional.go.cr/gaceta/?date=29/03/2019#educacinpblica
https://www.imprentanacional.go.cr/gaceta/?date=29/03/2019#salud
https://www.imprentanacional.go.cr/gaceta/?date=29/03/2019#justiciay-paz
https://www.imprentanacional.go.cr/gaceta/?date=29/03/2019#ambiente-yenerga
https://www.imprentanacional.go.cr/gaceta/?date=29/03/2019#decretos
https://www.imprentanacional.go.cr/gaceta/?date=29/03/2019#edictos
https://www.imprentanacional.go.cr/gaceta/?date=29/03/2019#avisos
https://www.imprentanacional.go.cr/gaceta/?date=29/03/2019#modificacionesa-los-programas
https://www.imprentanacional.go.cr/gaceta/?date=29/03/2019#licitaciones
https://www.imprentanacional.go.cr/gaceta/?date=29/03/2019#adjudicaciones
https://www.imprentanacional.go.cr/gaceta/?date=29/03/2019#fede-erratas
https://www.imprentanacional.go.cr/gaceta/#cajacostarricense-de-seguro-social
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REGLAMENTO DE USO DE CERTIFICADOS, FIRMA DIGITAL Y DOCUMENTOS ELECTRÓNICOS DE 
LA UNIVERSIDAD TÉCNICA NACIONAL, SEGÚN ACUERDO N° 9-3-2019, DE LA SESIÓN 
ORDINARIA 3-2019, ACTA 3-2019, ARTÍCULO 9, DEL 07 DE FEBRERO DE 2019. 

INSTITUCIONES DESCENTRALIZADAS 

 BANCO CENTRAL DE COSTA RICA 

 BANCO POPULAR Y DE DESARROLLO COMUNAL 

 UNIVERSIDAD DE COSTA RICA 

 UNIVERSIDAD ESTATAL A DISTANCIA 

 UNIVERSIDAD TÉCNICA NACIONAL 

 INSTITUTO COSTARRICENSE DE ACUEDUCTOS Y ALCANTARILLADOS 

N° 2019-0059 

ASUNTO:   MODIFICACIÓN DE LOS ARTÍCULOS N° 30 Y 33 DEL REGLAMENTO DE 
ADQUISICIONES DE BIENES Y SERVICIOS Y OBRAS DE AYA. MEMORANDO GG-2019-00244. 

 PATRONATO NACIONAL DE LA INFANCIA 

 AUTORIDAD REGULADORA DE LOS SERVICIOS PÚBLICOS 
 

REGIMEN MUNICIPAL 

 

 MUNICIPALIDAD DE MONTES DE OCA 

 MUNICIPALIDAD DE DESAMPARADOS 

 MUNICIPALIDAD DE GUÁCIMO 

 

AVISOS 

 

 CONVOCATORIAS 

 AVISOS 
 

NOTIFICACIONES 

 

 SALUD 

 JUSTICIA Y PAZ 
 

BOLETÍN JUDICIAL 

 
 

Boletín con Firma digital (ctrl+clic) 

SALA CONSTITUCIONAL 

 

https://www.imprentanacional.go.cr/gaceta/?date=29/03/2019#bancocentral-de-costa-rica
https://www.imprentanacional.go.cr/gaceta/?date=29/03/2019#bancopopular-y-de-desarrollo-comunal
https://www.imprentanacional.go.cr/gaceta/?date=29/03/2019#universidadde-costa-rica
https://www.imprentanacional.go.cr/gaceta/?date=29/03/2019#universidadestatal-a-distancia
https://www.imprentanacional.go.cr/gaceta/?date=29/03/2019#universidadtcnica-nacional
https://www.imprentanacional.go.cr/gaceta/?date=29/03/2019#institutocostarricense-de-acueductos
https://www.imprentanacional.go.cr/gaceta/?date=29/03/2019#yalcantarillados
https://www.imprentanacional.go.cr/gaceta/?date=29/03/2019#patronatonacional-de-la-infancia
https://www.imprentanacional.go.cr/gaceta/?date=29/03/2019#autoridadreguladora
https://www.imprentanacional.go.cr/gaceta/?date=29/03/2019#delos-servicios-pblicos
https://www.imprentanacional.go.cr/gaceta/?date=29/03/2019#municipalidadde-montes-de-oca
https://www.imprentanacional.go.cr/gaceta/?date=29/03/2019#municipalidadde-desamparados
https://www.imprentanacional.go.cr/gaceta/?date=29/03/2019#municipalidadde-gucimo
https://www.imprentanacional.go.cr/gaceta/?date=29/03/2019#convocatorias
https://www.imprentanacional.go.cr/gaceta/?date=29/03/2019#avisos
https://www.imprentanacional.go.cr/gaceta/?date=29/03/2019#salud
https://www.imprentanacional.go.cr/gaceta/?date=29/03/2019#justiciay-paz
https://www.imprentanacional.go.cr/pub-boletin/2019/03/bol_29_03_2019.pdf
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ASUNTO:   Acción de Inconstitucionalidad 

 

A LOS TRIBUNALES Y AUTORIDADES DE LA REPÚBLICA 
HACE SABER: 

 

SEGUNDA PUBLICACIÓN 

 

De acuerdo con lo dispuesto en el artículo 81 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional, 
dentro de la acción de inconstitucionalidad número 19-003035-0007-CO que promueve el 
Procurador General de la República, se ha dictado la resolución que literalmente dice: «Sala 
Constitucional de la Corte Suprema de Justicia. San José, a las catorce horas y quince minutos 
de veintiocho de febrero de dos mil diecinueve. /Se da curso a la acción de 
inconstitucionalidad interpuesta por Julio Alberto Jurado Fernández, mayor, casado, abogado, 
vecino de Santa Ana, cédula de identidad N° 1-501-905, en su condición de Procurador 
General de la República, para que se declare inconstitucional la Ley de Creación del Premio 
Nacional Deportivo Claudia Poll, N° 7703 del 14 de octubre de 1997, derogada por la Ley sobre 
Premios Nacionales de Cultura, N° 9211 del 04 de marzo de 2014. Esto, por estimar que en el 
procedimiento de formación de la ley se lesionó el derecho de enmienda derivado del 
principio democrático, así como porque la normativa impugnada viola los principios de 
razonabilidad, proporcionalidad y equilibrio presupuestario. Se confiere audiencia por quince 
días a la Presidenta del Directorio de la Asamblea Legislativa. La norma se impugna en cuanto 
en el proceso judicial N° 13-003345-1027-CA, el Tribunal Contencioso Administrativo y Civil 
de Hacienda condenó al Estado a pagar una suma exorbitante y desproporcionada de más de 
doscientos millones de colones, con fundamento en la ley citada y, actualmente, se encuentra 
en trámite el proceso contencioso administrativo N° 18-007653-1027-CA, en el cual se 
plantean similares pretensiones. Aduce que esta situación pone de manifiesto la 
ultraactividad de la Ley N° 7703 y el interés actual que reviste esta acción, pues pese haber 
sido derogada expresamente del ordenamiento jurídico, a su amparo se siguen reclamando 
sumas millonarias por eventos deportivos desarrollados en el periodo en que permaneció 
vigente, razón por la cual, estima que no se pueden tolerar aplicaciones posteriores de la 
disposición legal controvertida que atentan contra el Derecho de la Constitución. Como 
primer motivo de inconstitucionalidad, alega que del expediente legislativo certificado del 
proyecto de ley N° 12.667 (base de la ley impugnada), se desprende la violación al derecho de 
enmienda derivado del principio democrático. Expone que el proyecto de ley fue tramitado 
originalmente por la Comisión Permanente de Asuntos Sociales, la cual delegó su estudio en 
una subcomisión. Luego, por recomendación de la subcomisión, se introdujo un texto 
sustitutivo al proyecto de ley, a partir del cual se originó la discusión legislativa, se 
introdujeron algunas mociones de fondo que modificaron la redacción original y sobre el cual 
se emitió el dictamen afirmativo de mayoría por la Comisión Permanente de Asuntos Sociales. 
Posteriormente, el trámite fue delegado en la Comisión Plena Segunda, momento en el cual 
se presentó la moción de fondo 2-8, que es la que origina el vicio de inconstitucionalidad. 
Expone que la moción pretendía que se modificara el título del proyecto de ley y los artículos 
2 y 4 en el siguiente sentido: “Para que se modifique el título del proyecto de ley y los Artículo 
(sic) 2 y 4 que se leerán así: //Artículo 1.-El título del proyecto de ley se leerá “Creación del 
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Premio Nacional Deportivo Claudia Poll Ahrens”// Artículo 2.-Para que el artículo 2 del 
proyecto de ley se lea así: “El Premio Nacional deportivo Claudia Poll Ahrens será otorgado 
por un jurado nombrado al efecto por el Ministerio de Cultura, Juventud y Deportes, cada 
cuatro años a él (sic) o los deportistas costarricenses que obtengan un título o una medalla en 
un campeonato mundial de primera categoría o en una olimpiada, dichos certámenes 
deberán estar previamente reconocidos por el Consejo Nacional de Deportes// Artículo 3.- 
para que el artículo 4 del proyecto de ley se lea así: “Se autoriza al Ministerio de Cultura, 
Juventud y Deportes para que incluya en su presupuesto una partida presupuestaria que 
permita el otorgamiento de este premio, el cual será entregado en los doce meses posteriores 
a la obtención del título o medalla por el o los deportistas costarricenses” (folio 116)”. Afirma 
que dicha moción fue aprobada por la Comisión Legislativa Plena Segunda en la sesión N° 8 
de las 17:18 horas del 16 de julio de 1997, por quince votos afirmativos y dos en contra, por 
lo que a partir de ese momento la voluntad del legislador, en ejercicio de su derecho de 
enmienda, era que se incorporara la redacción citada en el articulado del proyecto de ley, 
voluntad que, además, solo podía dejarse sin efecto, con la aprobación de otra moción que 
así lo dispusiera expresamente. No obstante lo anterior, señala que después de aprobado el 
primer debate, la Comisión Permanente Especial de Redacción aprobó la redacción definitiva 
del informe y, por una razón que no se refleja en el expediente legislativo, omitió considerar 
la moción que había sido aprobada en la sesión N° 8 de las 17:18 horas del 16 de julio de 1997, 
que modificó el texto del título y los artículos 2 y 4 del proyecto de ley. Manifiesta que el vicio 
de procedimiento descrito fue arrastrado durante el resto del trámite legislativo, pues aun 
cuando el proyecto de ley regresó a la Comisión Legislativa Plena Segunda y esta acordó 
retrotraer el trámite al primer debate, lo hizo únicamente con la intención de corregir la 
redacción del artículo 4 del proyecto de ley. En otras palabras, nunca existió una voluntad 
expresa del legislador de dejar sin efecto la moción 2-8 que había sido aprobada con 
anterioridad y tampoco se percató la Comisión Legislativa del texto que había sido remitido 
por la Comisión de Redacción. Es por lo anterior que, cuando se aprobó la redacción final del 
proyecto de ley y posteriormente se sometió a segundo debate el vicio se perpetuó y la 
moción 2-8 aprobada no se reflejó en el texto final de la ley. Considera que de lo anterior se 
desprende que el derecho de enmienda no fue respetado en este caso, pues la ley aprobada 
no reflejó la verdadera intención del legislador. Alega que de conformidad con el artículo 73 
inciso c) de la Ley de la Jurisdicción Constitucional, cabe la acción de inconstitucionalidad 
cuando en la formación de las leyes o acuerdos legislativos se viole algún requisito o trámite 
sustancial previsto en la Constitución, o en su caso, establecido en el Reglamento de Orden, 
Dirección y Disciplina Interior de la Asamblea Legislativa. Destaca que la moción omitida 2-8 
varía significativamente, los alcances del otorgamiento del premio que constituye el objeto 
de la ley recurrida. Por ende, al pasarse por alto la modificación aprobada en el seno de la 
Comisión Legislativa Plena, se cambió sustancialmente el sentido de toda la ley, como así lo 
evidencian los efectos que su aplicación ha tenido en la realidad, haciéndolo un vicio 
insubsanable. Como siguiente motivo de inconstitucionalidad por el fondo, alega que la 
normativa impugnada viola los principios de razonabilidad, proporcionalidad y de equilibrio 
presupuestario. Indica que si bien la intención del legislador era noble en cuanto a pretender 
otorgar estímulos a los deportistas para participar en competencias de carácter mundial, es 
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lo cierto que la materialización de tal objetivo lo llevó a incurrir en un exceso, al aprobar una 
ley fuera de toda realidad económica de nuestro país. En primer lugar, el texto aprobado con 
el vicio de procedimiento indicado, estableció el reconocimiento del Premio Nacional 
Deportivo Claudia Poll, a todos “los deportistas costarricenses, cuyas actuaciones merezcan 
títulos o medallas en juegos olímpicos, torneos o campeonatos mundiales, previamente 
reconocidos por el Consejo Nacional de Deportes” (artículo 1). Destaca que la redacción final 
no contempló el texto aprobado con la moción 2-8, que exigía que se tratara de un 
“campeonato mundial de primera categoría”. Por tanto, no solo existe un vicio de 
procedimiento, sino que, además, la amplitud con que se publicó la norma la convierte en 
irrazonable y desproporcionada, pues todo aquel que participe en un campeonato mundial, 
sin importar su categoría, y obtenga una medalla, podría ser merecedor del premio. Incluso 
el texto no especifica si se trata de una medalla de oro, plata o bronce y si varias 
personas podrían obtenerlo durante el mismo año y por el mismo evento deportivo. Afirma 
que esta no era la intención del legislador; sin embargo, la verdadera voluntad nunca se 
materializó en el texto finalmente aprobado. En segundo lugar, expone que el artículo 3 de la 
Ley N° 7703, establece lo siguiente: “Artículo 3°- Premio. El Premio Nacional Deportivo 
Claudia Poll consistirá en: a) Una cinta con la leyenda: Premio Nacional Deportivo Claudia Poll. 
b) Una placa con el nombre del receptor, el del Presidente de la República y el del Ministro de 
Cultura, Juventud y Deportes del período constitucional cuando se conceda el premio. Llevará 
grabado el texto: Premio Nacional Deportivo Claudia Poll. c) Una suma en efectivo equivalente 
a cien salarios mínimos del puesto de Director del Servicio Civil”. Argumenta que el premio 
económico establecido en dicha norma, correspondiente a cien salarios mínimos del puesto 
del Director del Servicio Civil es totalmente irrazonable y desproporcionado. El parámetro 
establecido se aleja exponencialmente de los parámetros que normalmente se utilizan en 
nuestro ordenamiento jurídico para cuantificar sumas de dinero, sea el salario base 
establecido en la Ley N° 7337 del 05 de mayo de 1993. Aduce que para demostrar 
la irrazonabilidad del monto, basta con observar la sentencia de ejecución dictada por el 
Tribunal Contencioso Administrativo y Civil de Hacienda N° 182-2007 de las 16:00 horas del 
25 de abril de 2017, en la cual se evidencian los rubros que el Estado tuvo que desembolsar a 
un solo deportistas como consecuencia de la ley impugnada. Considera que esa suma es 
irrazonable y desproporcionada, sobre todo tomando en consideración que la participación 
que exige la ley a los deportistas ni siquiera es en un campeonato mundial de primer nivel, 
dado el vicio de procedimiento con que se aprobó la ley. Además, aduce que la Ley N° 7703 
no resulta razonable, pues no existe proporcionalidad entre el medio escogido y el fin 
buscado, que era estimular a aquellos deportistas que compitieron en un campeonato 
mundial de primera categoría. Lo anterior, sumado a la desproporcionalidad del monto 
otorgado (cien salarios base), llevan a que no exista una razonabilidad técnica en la norma en 
cuestión. Finalmente, alega que el legislador ordinario comprometió al Poder Ejecutivo 
(Ministerio de Cultura, Juventud y Deportes), pues este debía prever una partida 
presupuestaria enorme para hacerle frente a los compromisos económicos derivados de la 
Ley N° 7703. A su vez, se comprometió al legislador presupuestario que debía aprobar dicho 
presupuesto. Para muestra, señala que tomando en cuenta la suma mencionada de más de 
doscientos once millones de colones a la que fue condenado el Estado en aplicación de la ley 
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cuestionada, que data de dos años atrás, y que lógicamente sería mucho mayor en este 
momento de llegar a volver a otorgarse el premio; y de otro, el presupuesto entero del 
Ministerio de Cultura y Juventud para el presente año fiscal por 43.869.000.000 colones, de 
conformidad con la Ley de presupuesto ordinario y extraordinario de la República para el 
ejercicio económico 2019 (N° 9632 del 28 de noviembre de 2018), publicada en el 
Alcance N° 207 a La Gaceta del 11 de diciembre de 2018, tomo III; tenemos que la 
condenatoria dicha representaría más del 0,5% de todo el presupuesto de dicha cartera; lo 
que a todas luces es irrazonable y desproporcionado. Esto, máxime ante el serio deterioro 
que, como es público y notorio, enfrentan las arcas públicas. Por último, reitera que en la 
actualidad, la normad derogada sigue desplegando sus efectos jurídicos, pues existen 
procesos judiciales en trámite donde se pretende el citado reconocimiento económico, 
reconocimiento que resulta irrazonable, desproporcionado y violatorio del principio de 
equilibrio presupuestario, en una coyuntura actual de un Estado con una evidente crisis fiscal 
y con problemas de liquidez. Con base en lo anterior solicita que se declare la 
inconstitucionalidad de la ley aquí impugnada. Esta acción se admite por reunir los requisitos 
a que se refiere la Ley de la Jurisdicción Constitucional en sus artículos 73 a 79. La legitimación 
directa del accionante proviene del artículo 75, párrafo tercero, de la Ley de la Jurisdicción 
Constitucional. Publíquese por tres veces consecutivas un aviso en el Boletín Judicial sobre la 
interposición de la acción, para que en los procesos o procedimientos en que se discuta la 
aplicación de lo cuestionado, no se dicte resolución final mientras la Sala no haya hecho el 
pronunciamiento del caso. Este aviso sólo afecta los procesos judiciales pendientes en los 
cuales se discuta la aplicación de lo impugnado y se advierte que lo único que no puede 
hacerse en dichos procesos, es dictar sentencia o bien, el acto en que haya de aplicarse lo 
cuestionado en el sentido en que lo ha sido. Igualmente, lo único que la acción suspende en 
vía administrativa es el dictado de la resolución final en los procedimientos tendentes a agotar 
esa vía, que son los que se inician con y a partir del recurso de alzada o de reposición 
interpuestos contra el acto final, salvo, claro está, que se trate de normas que deben aplicarse 
durante la tramitación, en cuyo caso la suspensión opera inmediatamente. Dentro de los 
quince días posteriores a la primera publicación del citado aviso, podrán apersonarse quienes 
figuren como partes en asuntos pendientes a la fecha de interposición de esta acción, en los 
que se discuta la aplicación de lo impugnado o aquellos con interés legítimo, a fin de 
coadyuvar en cuanto a su procedencia o improcedencia, o para ampliar, en su caso, los 
motivos de inconstitucionalidad en relación con el asunto que les interese. Se 
hace saber además, que de conformidad con los artículos 81 y 82 de la Ley de Jurisdicción 
Constitucional y conforme lo ha resuelto en forma reiterada la Sala (resoluciones 0536-91, 
0537-91, 0554-91 y 0881-91) esta publicación no suspende la vigencia de la norma en general, 
sino únicamente su aplicación en los casos y condiciones señaladas. De conformidad con el 
artículo 81, párrafo tercero, de la Ley de la Jurisdicción Constitucional, se le otorga audiencia 
por el plazo de quince días, a Andrea Victoria Guillén Vargas, cédula de identidad, 2-0734-
0724, en su condición de actora dentro del proceso N° 18-007653-1027-CA. Para notificar a 
Andrea Guillén Vargas, en la siguiente dirección: Cartago, San Rafael de Oreamuno, 100 
metros norte, 25 metros este y 150 metros norte de la cancha de fútbol; se comisiona a la 
Oficina de Comunicaciones Judiciales de Cartago, despacho al que se hará llegar la comisión 
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por medio del sistema de fax. Esta autoridad deberá practicar la notificación correspondiente 
dentro del plazo de cinco días contados a partir de la recepción de los documentos, bajo 
apercibimiento de incurrir en responsabilidad por desobediencia a la autoridad. Se le advierte 
a la autoridad comisionada, que deberá remitir copia del mandamiento debidamente 
diligenciado al fax número 2295-3712 o al correo electrónico: informes-sc@poder-
judicial.go.cr, ambos de esta Sala y los documentos originales por medio de correo certificado 
o cualquier otro medio que garantice su pronta recepción en este Despacho. Expídase la 
comisión correspondiente. Notifíquese. / Fernando Castillo Víquez, Presidente a. í./». 
San José, 01 de marzo del 2019. 
 

                                                                       Vernor Perera León, 
                                                                              Secretario a. í. 
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